




    

 

SEGUNDO.- La parte actora ejercita acción declarativa del art. 15.3 ET y 
solicita que se declare su condición de trabajadora indefinida no fija de la 
Administración demandada. Invoca, en los términos que constan en la demanda, la 
existencia de fraude de ley en la contratación temporal del contrato suscrito el 
08/04/13. 

La demandada se opone a la demanda negando que se haya producido 
fraude de ley en la contratación de la actora. Alega que el contrato se suscribió para 
una obra o servicio que tiene autonomía y sustantividad propia dentro de su 
actividad, ya que se corresponde con la prestación de servicios sociales que 
competen a la Junta de Castilla y León y que sólo pueden llevarse a cabo mientras 
ésta los financie.  

 
TERCERO.- El art. 15.1.a) ET, en su versión vigente a la fecha de suscripción 

del contrato de trabajo de 08/04/13, preveía la posibilidad de celebrar contratos de 
duración determinada en la modalidad de obra o servicio en los siguientes términos: 

“a) Cuando se contrate al trabajador para la realización de una obra o servicio 
determinados, con autonomía y sustantividad propia dentro de la actividad de la 
empresa y cuya ejecución, aunque limitada en el tiempo, sea en principio de 
duración incierta. Estos contratos no podrán tener una duración superior a tres años 
ampliable hasta doce meses más por convenio colectivo de ámbito sectorial estatal 
o, en su defecto, por convenio colectivo sectorial de ámbito inferior. Transcurridos 
estos plazos, los trabajadores adquirirán la condición de trabajadores fijos de la 
empresa. 

Los convenios colectivos sectoriales estatales y de ámbito inferior, incluidos 
los convenios de empresa, podrán identificar aquellos trabajos o tareas con 
sustantividad propia dentro de la actividad normal de la empresa que puedan 
cubrirse con contratos de esta naturaleza”. 

Asimismo, el art. 15.3 ET disponía: “Se presumirán por tiempo indefinido los 
contratos temporales celebrados en fraude de ley”. 

En el caso de autos, según consta en el contrato, se definió la obra o servicio 
como “prestación de servicios sociales básicos provinciales, al amparo del Acuerdo 
Marco sobre la Cofinanciación de los Servicios Sociales y prestaciones sociales 
básicas”.  

Al margen del análisis sobre la posible autonomía y sustantividad de la obra 
así descrita, el propio Estatuto de los Trabajadores preveía la adquisición de la 
condición de trabajador fijo -indefinido no fijo en el caso de la Administración pública- 
a quien hubiera rebasado los tres años de prestación de servicios -ampliables a 
cuatro por convenio colectivo. Dado que en este caso se han rebasado con creces 
dichos periodos, debe concluirse que la actora tiene tal condición de trabajadora 
indefinida no fija de la demandada. 

Por otro lado, el art. 25.2.k) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local, en su versión vigente al tiempo de la suscripción del 
contrato, atribuía al Municipio el ejercicio de competencias en materia de “prestación 
de los servicios sociales y de promoción y reinserción social”. De dichos entes 
locales, según el art. 26.1, sólo los de más de 20.000 habitantes debían asumir por 
sí mismos la prestación de servicios sociales. El mismo art. 26 y el art. 36.1 atribuían 
a las Diputaciones Provinciales la asistencia a los Municipios en la prestación de 
servicios públicos, la coordinación de los servicios municipales “para la garantía de 
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